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Proceso:    
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Accionante: 
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JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD
Magistrado Ponente: 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Temas: 
DEBIDO PROCESO / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. [D]urante el trámite de esta acción que el Juzgado accionado resolvió de fondo su solicitud mediante auto del 10 de noviembre de 2017, por medio del cual le concedió al señor Juan Albeiro la libertad condicionada de que trata el artículo 35 de la Ley 1280 de 2016. Tal circunstancia deja entrever, sin necesidad de hacer un análisis más profundo, que la pretensión del accionante se ha visto satisfecha y por ende es deber de este Juez Colegiado indicar que en el presente asunto es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

Pereira, veintidós (22) de noviembre de dos mil diecisiete (2017)  

Hora: 2:40 p.m.   

Aprobado por Acta No. 1276
	Radicación: 
	66001 22 04 000 2017 00252 00

	Accionante: 
	Juan Albeiro Girald0

	Accionado: 
	Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y M. de Seguridad 

	Decisión: 
	Declara hecho superado   


ASUNTO:
Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor JUAN ALBEIRO GIRALDO en contra del JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso. 
ANTECEDENTES:
Manifestó el accionante que fue condenado a una pena principal de 240 meses por incurrir en la conducta punible de homicidio, ello mientras hacía parte del grupo armado al margen de la Ley FARC-EP, y con ocasión de su participación dentro del mismo.

De forma posterior al fallo condenatorio fue incluido en los listados del mencionado Grupo por medio de la Oficina del Alto Comisionado para la paz y la Secretaría Ejecutiva Transitoria de la Justicia Especial para la Paz. De esta manera, le enviaron el acta de compromiso Nº 101, con la que además se le concede libertad condicional, mientras que entra en vigencia la jurisdicción especial para la paz y se determina a cargo de quien continuará la observancia de su condena.

PRETENSIONES:
De acuerdo a los hechos narrados en precedencia, solicitó el accionante que se ordene al Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira pronunciarse sobre su libertad condicional, y lo concerniente para efectuar su traslado a la zona indicada por el gobierno para cumplir con el objetivo de esa libertad. 
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 7 de noviembre del año que transcurre, y se avoco su conocimiento por medio de auto del día siguiente, en el cual se ordenó la notificación y traslado al Despacho accionado; además se ordenó la vinculación oficiosa de la Secretaria Ejecutiva de la Jurisdicción Especial para la Paz, la Oficina del Alto Comisionado para la Paz y la Dirección de Justicia Transicional del Ministerio de Justicia y del Derecho.
PRONUNCIAMIENTOS DE LAS PERSONAS VINCULADAS:
JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD: por medio de oficio adiado el 9 de noviembre del año que transcurre expuso inicialmente que la solicitud de libertad condicionada presentada por el actor, se encontraba en el despacho pendiente para tomar una decisión.
Finalmente, mediante oficio del 10 de noviembre del año que transcurre, puso en conocimiento del Despacho que mediante auto interlocutorio de esa misma fecha resolvió favorablemente la solicitud de libertad condicionada impetrada por el libelista, de acuerdo a los parámetros establecidos en la Ley 1280 de 2016 y el inciso final del parágrafo transitorio 3A de la Ley 900 de 2017, con lo que considera se debe entender que ha operado el fenómeno jurídico del hecho superado.    

SECRETARÍA EJECUTIVA DE LA JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ: en primer lugar manifestó que la acción de tutela está dirigida en contra del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en el ejercicio de su función judicial, y aunque esa entidad funge como tercero interesado, resaltó que en el caso concreto no ha vulnerado los derechos fundamentales reclamados por el accionante.

Más adelante, después explicar cuál es el trámite para el otorgamiento de la libertad condicionada a los integrantes de las FARC-EP, indicó que desde el 16 de agosto de 2017 se levantó la respectiva acta de compromiso suscrita por el señor Juan Albeiro,  conforme a las disposiciones de la Ley 1280 de 2016 y el Decreto 277 de 2017, sin embargo advirtió que la suscripción de dicho documento no constituye la concesión de la libertad reclamada, sino que es uno más de los requisitos que debe evaluar la autoridad judicial para su otorgamiento.
DIRECCIÓN DE JUSTICIA TRANSICIONAL DEL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO: en el inicio de su argumentación manifestó que carece de legitimación en la causa por pasiva, toda vez que esa Cartera Ministerial no tiene competencia para tomar decisiones frente a las solicitudes elevadas por el accionante, dado que esos asuntos no se encuentran contemplados dentro de sus funciones, por el contrario, de acuerdo en lo contemplado en los artículos 19 y 37 de la Ley 1280 de 2016, los beneficios establecidos en la citada disposición deben ser incoados por el accionante ante la autoridad judicial que conoce la actuación, para que la misma adopte la decisión a haya lugar.

Más adelante indicó que, como el señor Juan Albeiro Giraldo le solicitó a esa entidad la aplicación de los beneficios jurídicos otorgados por la mencionada ley, su petición se remitió por competencia a la Secretaria Ejecutiva de la Jurisdicción Especial para la Paz y la Oficina del Alto comisionado para la Paz, para que dieran respuesta sobre el asunto.

OFICINA DEL ALTO COMISIONADO PARA LA PAZ: de acuerdo a lo dicho por esa oficina, se puede extraer como relevante que una vez verificados los listados aprobados por el Alto Comisionado para la Paz que acreditan como miembros de las FARC-EP a personas privadas de la libertad, se encontró que el señor Juan Albeiro Giraldo se encuentra dentro de una de ellas, conforme a la Resolución Nº 018 del 09 de agosto de 2017, que lo certifica como miembro de ese grupo armado. Sin embargo explicó que según la ley 1280 de 2016, la encargada de verificar los requisitos para el otorgamiento delos beneficios que la misma ley contempla, es la respectiva autoridad judicial, corolario de ello esa entidad no ha vulnerado los derecho que reclama el accionante.

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Le corresponde determinar a esta Colegiatura si con el actuar de alguna de las entidades involucradas en el presente asunto, ha sido desconocido algún derecho fundamental del accionante.
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Caso concreto: 

De acuerdo a lo obrante en el expediente, se tiene que el señor Juan Albeiro Giraldo acudió a este mecanismo constitucional, a fin de que se ordenara al Despacho competente resolver la solicitud de libertad condicionada por ser integrante del Grupo Armado Revolucionario FARC-EP. 
Al respecto, se logró establecer durante el trámite de esta acción que el Juzgado accionado resolvió de fondo su solicitud mediante auto del 10 de noviembre de 2017, por medio del cual le concedió al señor Juan Albeiro la libertad condicionada de que trata el artículo 35 de la Ley 1280 de 2016.  

Tal circunstancia deja entrever, sin necesidad de hacer un análisis más profundo, que la pretensión del accionante se ha visto satisfecha y por ende es deber de este Juez Colegiado indicar que en el presente asunto es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.”

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 

“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de ésta, lo cual indica que no se hace necesario realizar ningún tipo de estudio adicional respecto a la situación planteada en el escrito de tutela, de modo que se declarará la existencia de un hecho superado. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR la existencia de un hecho superado en la presente acción de tutela instaurada por el señor JUAN ALBEIRO GIRALDO en contra del JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGUIRDAD DE PEREIRA, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: ORDENAR notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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